






































REPARTO N°189-2004-ADM

TRIBUNAL ELECTORAL»-»»-»--.»-".»»»-»»----»..».»......-.»»....™
diecinueve ( 1 9 ) de Agosto de dos mil cuatro (2004).

Proveniente del Despacho del Magistrado Dennis Alien Frías, hemos recibido el

Reparto N°189-2004-Admf con el objeto de que se resuelva el Recurso de

Reconsideración interpuesto por el Licenciado Olmedo Arrocha Osorio, en nombre y
representación-del Partido Arnulfista y en contra de la Resolución fechada 22 de

julio de 2004, mediante la cual se resuelve acceder a la pretensión de las demandas

del Fiscal Electoral y de Giovany Castillo, y se decretó la nulidad de la elección para

legislador principal y suplentes, celebrada el 2 de mayo de 2004, en el Circuito
electora! 5-1, de la Provincia de Darién, y por lo tanto, la nulidad de la

proclamación de Haydeé Milanés de Lay, como legisladora principal y de Juan

Peralta y Betanio Chiquidama, como legisladores primer y segundo suplente

respectivamente.

De acuerdo a la Resolución N° 2 de ia Sala de Acuerdos N° 12 del 20 de junio de

1991 del Tribunal Electoral, que establece que los recursos de reconsideración
serán resueltos por eí Magistrado cuyo apellido sea alfabéticamente posterior a!

apellido del Magistrado Ponente) correspondió al Magistrado Erasmo Pinilla C.,

asumir la ponencia y preparación del proyecto correspondiente, para la

consideración del Pleno del Tribunal

El Licenciado Olmedo Arrocha Osorio, al fundamentar su recurso de

reconsideración, lo desarrolla en dos etapas: una que denomina "Cuestión Previa

(Aspectos Procesales)11, y otra que lama "Motivaciones del Fallo y nuestras

consideraciones."

Veamos la primera etapa, en la cual el recurrente señala que el fallo del 22 de julio

de 2004, el cual pide reconsiderar, es violatorio de normas procesales consignadas

en el Código Judicial y en la doctrina del Derecho Procesal en general y que por eso



se viola la garantía prevista en el artículo 32 de la Constitución Política de la
República de Panamá. Para sustentar esta afirmación el abogado Arrocha Osorio,

expresa io siguiente:

* Que se violó el artículo 454 en concordancia con el numeral 1 artículo 473

del Código Electoral, porque e! contenido de este artículo "...es categórico ai
establecer que es responsabilidad del Magistrado Sustanciador señalar ía

fecha para la celebración de la audiencia y en la misma se deberá "fijar los

hechos objeto de la controversia y determinar los que deben ser

probados",.. " Y que el Magistrado fijó los hechos objeto de la controversia

tal como consta de foja 3 a a 6 de ía transcripción del acta de la audiencia o

fojas 645 a 648 del expediente. Y que allí se dice claramente que solo se

iban a examinar tres cuentas o proyectos de! FIS, administrados por la Junta
Comunal de la Palma. Sin embargo, !a resolución que recurre es motivada

en "...Hechos que no eran OBJETO DE LA CONTROVERSIA o MATERIA

DEL PROCESO..." Por lo tanto se violaba así lo estipulado por el artículo

454 del Código Electoral que estipula que "...las pruebas deben ceñirse a
la materia del proceso y son inadmisibles las que no se refieren a los

hechos afirmados y no admitidos,..." Porque el fallo se basa en 25

cuentas adicionales de otros proyectos del FIS. Y que estas cuentas como

pruebas habían sido rechazadas en la resolución que fijó la fecha para la

celebración de la audiencia.
Finaliza este hecho señalando que, "...el pleno del Tribunal Electoral se ha
pronunciado sobre una pretensión en base a hechos que NO eran materia u

objeto del proceso, y que en todo caso no fueron probados en la forma o con
ei fin con que fueron presentados, pues una cosa es probar la existencia de

la cuenta "per se" y otra cosa es demostrar que las mismas tenían el fin que

los impugnantes le han endilgado..."

Sobre los anteriores señalamientos, debemos indicar que no ¡e asiste la razón al

recurrente, pues si bien el Magistrado Ponente señaló en la audiencia, cuáles eran
los hechos objeto de la controversia (fs. 645 a 648), el hecho es que al inicio de la
audiencia, se resolvió un escrito de reconsideración interpuesto por el Fiscal



Electoral, en contra de la resolución que admitía y negaba pruebas aducidas por las
partes.

En tal sentido, de fojas 19 a 34 consta la corrección de la demanda presentada por
el Fiscal Electoral, en el cual aduce en el punto 4 de las pruebas (fs.33-34), "los

registros bancarios de las siguientes cuentas asignadas a los proyectos de apoyo
económico financiados por el FIS para la Junta Comunal de la Palma, a saber:

1. N "06-04-0003-2 2. N'06-04-0005-9 3. N°06-Q4-0009-1 4. N°06-04~0008-3

5, NQQ6-04:QQlQ-5 6. N°Q6-04-Q011-3 7. N°06-04-OQ12-1 8. N°06-04-0015-6

9. ND06-04-0016-4 10. N°06-04-OÜ39-03 11. N'06-04-0014-8 12. N°06-04-0004-0

13. N°06-03-0056-9 14. N°06-03-0041-0 15. N'06-03-0014-3 16. N°06-Q3-0010-0

17, N"06-03-0008-9 18. N°06-03-Ü005-5 19. N"06-03-0006-2 20. N°06-Q4-0007-5

21. N°06-04-0006-7 22. N°06-03-0055-0 23. N'06-03-0034-8 24. N°06-03-0011-9

25, N°06-03-0009-7 26. N°06-03-OQOÜ7-0 27. N°06-03-0028-3 .28. 06-03-0032-1

Por otro lado, de fojas 199 a 201, se observa la resolución que admitió y negó
pruebas; y fijó la fecha de la celebración de la audiencia, en la cual el Magistrado
Sustanciador, negó las pruebas aducidas por e! Fiscal Electora! y que detallamos en

el párrafo anterior.

En virtud de dicho rechazo, el Fiscal Electora! presentó un escrito de
reconsideración, el cual reposa de fojas 243 a 245 del expediente, en el cual solicita

sea reconsiderada la decisión de rechazar por inconducente la prueba 4 aducida por
él en la corrección de la demanda y que, en su defecto "se acepten dichas pruebas
por ser de extraordinario valor para el presente proceso administrativo de Nulidad

de Elecciones y Proclamaciones del circuito 5-1"

Así las cosas, tal como consta en el acta de audiencia a fojas 651 y 652 del

expediente, el Magistrado Sustanciador accedió a la pretensión de! Fiscal Electoral,

cuando indicó que: "...hay una reconsideración del Fiscal Electoral en cuanto al
expediente 04-04...contentivo de una sumaria en averiguación contra quien resulte

responsable de la posible compra de votos en el Circuito 5-1 en la Provincia de

Darién para las elecciones de 2 de mayo de 2004...sobre esta prueba se aclara que



toda vez que el Fiscal actualizó dentro del expediente administrativo las

investigaciones por él adelantadas se declaran que forman parte de esta prueba las

cuentas a las cuales hizo referencia el Fiscal Electoral con eso se subsana una de
las peticiones de la Fiscalía,..", Esto quiere decir que el Tribuna! admitió dentro del
acto de la audiencia, las pruebas que ie había rechazado a ¡a Fiscalía y éstas no

eran otras que Jas demás cuentas bancarías. 28 en total y no sólo !as tres cuentas a

que hace referencia convenientemente el recurrente. Es decir, se traía realmente

de 31 cuentas bancarias y no 28 como señala el fallo recurrido en su conclusión
número 1. En este aspecto, se corrige dicho señalamiento.

Sin embargo, es oportuno aclarar que para el caso que nos ocupa, bastan como

pruebas, en cuanto a la magnitud necesaria para anular las elecciones] el impacto
creado por las tres -3- cuentas del Banco Nacional, por un monto total de B/. 238,
925.00, usadas para subsidios escolares, desglosadas de la siguiente manera:

1. Cuenta N°06-04-0018-0, abierta el 13 de febrero de 2004, por un monto de
B/.99.750.00.

2. Cuenta N°06-04-0041-5, abierta el 7 de abril de 2004, por un monto de

B/.39,975.00.

3. Cuenta N°06-04-0040-7, abierta el 7 de abril de 2004, por un monto de

B/.99,200.00.

De ahí que, si en vías de discusión se aceptara lo que ei recurrente pretende, o sea,
que no pudiéramos tomar en cuenta las 28 cuentas bancanas adicionales, sino

exclusivamente las 3 previamente referidas, el hecho es que ello no altera

sustancialmente la magnitud comprobada de la causal invocada, por lo que carece

de valor el argumento del recurrente en el aspecto que aquí se analiza,

En otro orden, la segunda consideración vertida por el recurrente es que se ha

violado el artículo 309 del Código Electoral, porque se ha decretado la anulación de

todas las elecciones del Circuito 5-1, cuando ese artículo estipula que en los casos
de los numerales 2 al 14 del artículo.306 de este Código, "...procederán nuevas

elecciones soío en las mesas donde proceda". Agrega que "...sin que estemos
\) admitiendo que se demostró tal ilegítima utilización de estos fondos para crear el



supuesto desequilibrio electoral, lo que objetamos procesalmente en este aparte es
que se hayan anulado las elecciones en todo el circuito 5-1 el cual lo componen 18

corregimientos y no en todos estos corregimientos se repartieron subsidios

escolares, por lo que en dichos corregimientos debería mantenerse el resultado de
las elecciones..." Finaliza su argumentación de este punto indicando que consta en

el expediente una serie de cuadros que confeccionaron con información que les

suministrara la Junta Comuna! de La Palma y en donde consta cómo se
distribuyeron los subsidios escolares.

Como primera consideración anotamos que sólo se ha logrado identificar a 458
electores (43%) que recibieron subsidios educativos, por lo que quedan 613

cheques girados y cobrados sin que se haya identificado a los beneficiarios. .En
consecuencia, no hemos podido identificar donde votaron, pero es legítimo presumir

que lo hicieron en alguna mesa del Circuito 5-1. Ello sin entrar a considerar la

credibilidad procesal de ia fuente de información de recurrente (Junta Comunal de

La Palma).
Por otro lado, debemos indicar que el Tribunal Electoral tiene la facultad

constitucional de interpretar y aplicar privativamente ia ley electoral y en ejercicio de

esa potestad, determinó que la magnitud de los recursos estatales usados

ilegítimamente, afectó a todo eí Circuito 5-1. de la Provincia de Darién, por lo que

debían celebrarse nuevas elecciones. La decisión se basó en las siguientes
consideraciones vertidas en el propio fallo recurrido:

"2i. Ninguno de los otros candidatos a legislador del circuito 5-1,
recibió el mismo apoyo oficial que la candidata Haydee Milanés, con lo
cual se configura la ilegitimidad e ilegalidad del mismo, ni se ha
pretendido establecer por parte de la defensa, que los recursos fueron
usados en igualdad de condiciones por los candidatos que
compitieron en el circuito 5-1."

22. La magnitud de tales recursos usados ilegítimamente, ha sido
plenamente establecida, y la sana crítica al evaluar todas las pruebas
documentales y testimoníales, pone de'manifiesto que creó un
desbalance significativo en ia competencia entre los candidatos en el
referido circuito y que fue determinante para que la candidata
impugnada pudiera obtener 4,278 votos y sacar una ventaja de 148



votos sobre su más cercano rival, de un total de 12.353 votos válidos
emitidos para Legislador en ei Circuito 5-1 (el subrayado es nuestro}.

La magnitud en este caso, no se refiere a que si en algunos de ios corregimientos

del circuito 5-1, hubo entregas de subsidios escolares mientras que en otros no,
sino en que las elecciones de Legislador del Circuito 5-1, se efectuaron en un
estado de absoluto desbalance, violándose garantías constitucionales y legales, en

virtud de las condiciones particulares de las que se benefició ilegítimamente Haydee
Milanés de Lay y a las que no tuvieron acceso el resto de los candidatos a

Legislador. A juicio del Tribunal, lo importante es que se ha comprobado

ampliamente que'se violaron garantías constitucionales y legales y que fueron de tal

magnitud, que decidieron los resultados a favor de la candidata proclamada como

ganadora, razón por la cual, el Código Electoral manda a que se hagan nuevamente
elecciones. El vicio es lo suficientemente generalizado en el circuito para
considerarlo de carácter total y no parcial. En adición a lo señalado a! inicio del

análisis de este argumento esgrimido por el recurrente.

Ignorar el cúmulo de pruebas y desconocer el derecho de los impugnantes, al
haberse cumplido todas las etapas procesales, no es una opción dentro de la

legislación electoral panameña, sin incurrir en denegación de justicia.

Sobre este punto en particular, vale la pena destacar io señalado por el Fiscal

Electoral en su escrito de oposición al Recurso de Reconsideración en estudio

cuando dice:

"... podemos afirmar categóricamente que de los 458 endosantes
cuyas identidades pudieron ser verificadas, existen una gran cantidad
que resultó ser residente de distintos corregimientos pertenecientes al
circuito 5-1; en especifico, Río Congo, Camogantí, Chepigana,
Setegantí, Tucutí, Cucunatí Taimatí, Santa Fe, Rio Iglesias,
Garachine, Agua Fría, Jaque, Sambú, Jingerudu, lo que suma un total
de 14 de los 18 corregimientos que integran el circuito 5-1. Al no
poder ser identificados el resto de 1071 endosantes, que ascienden a
un número de 613, ha sido imposible determinar en qué
corregimientos aparecían inscritos como electores. Sin embargo, para
cualquier mente medianamente inteligente, resulta lógico entender en
base a los elementos de convicción aportados, que los hechos



tratados incidieron en todo el circuito 5-1, área donde se ha probado
fueron emitidos, entregados y cambiados los cheques.

En tal sentido, manifestamos que la interpretación que realiza el
letrado de la norma es antojadiza y enfocada a favorecer su
pretensión; es decir de carácter meramente subjetiva. En tal sentido,
la norma expresa que "... se realizaran nuevas elecciones cuando se
afecte el derecho de los candidatos proclamados y en aquellas mesas
donde proceda." (El subrayado es nuestro)

Si se ha probado, que 51% de los 458 endosantes identificados eran
electores de distintas mesas de 14 de los 18 corregimientos del
circuitos del 5-1; es íógico entender que los Magistrados hayan
entendido que del 57% de ios endosantes no identificados, algunos
hayan sido electores de los cuatro corregimientos restantes Y de
muchas otras mesas dentro de circuito 5-1; por lo que se decidió
llamar a elecciones en todo el circuito, además que se ha probado que
los hechos de corrupción ocurrieron en todo el circuito afectando
todas ias mesas"

Corresponde ahora, resolver los dos últimos planteamientos del recurrente, en la
primera etapa, que se refieren a:

• Que se ha violado el numeral 2 del artículo 398 de! Código Electoral, porque

al leer el fallo cuestionado se percata de que solo se incluyen "conclusiones"
sin que las mismas se basen en los "...hechos de la cuestión y que debe

hacerse referencia a las pruebas que sirven de fundamento para llegar a

tales conclusiones de tai suerte que haya un control que no permita que la

subjetividad impere en el fallo..."

• Que hay una "INTRASCENDENCIA DE LOS HECHOS CON EL DERECHO

•O PRETENSIÓN SOLICITADA". Porque el fallo impugnado "...supone que

hay una conexión directa entre ios hechos supuestamente demostrados y la
pretensión, y a nuestro juicio si bien pueden haberse demostrado algunos de

dichos hechos en realidad nunca se pudo comprobar que los fondos del
estado(sic) suministrados por el FIS v administrados por la Junta Comunal de

la Palma fueron ideados, destinados v utilizados efectivamente para
beneficiar la candidatura de HAYDEE MILANES DE LAY. y lo peor es que

nunca se pudo demostrar que en realidad dicho subsidio haya incidido en los

resultados de las elecciones...". Y que por lo tanto se ha asumido que con la /o



existencia de dichos subsidios, "per se", se han violado las garantías

electorales, cuando en realidad se traía de un programa de gobierno de
muchos años, que era administrado por segunda vez por la Junta Comunal

de La Palma.

Sobre estos punios, debemos señalar que el caudal probatorio se analizó conforme

a la sana crítica, en la que se estudia el universo probatorio para lo cual se hace
uso, no sólo de la prueba directa, sino de los hechos notorios, de las presunciones e

indicios, tal cual lo señala el artículo 784 del Código Judicial:

"Aríícuío 784: incumbe a las partes probar los hechos o datos que constituyen el
supuesto de hecho de las normas que les son favorables.

No requieren prueba los hechos afirmados por una parte y admitidos por
la contraria, respecto a los cuales la Ley no exige prueba específica; los hechos
notorios; los que estén amparados por una presunción de derecho, y e! derecho
escrito que rige en la Nación o en los Municipios.

Los hechos claramente reconocidos en el curso del proceso por la parte
adversa,.no requieren prueba."

En tal sentido, la aseveración del recurrente de que se violó el numeral 2 del artículo

398 del Código Electoral, debemos indicar que al emitir su fallo, el Tribunal lo hizo
motivado por el caudal probatorio que consta en el expediente y que constituye

plena prueba. De dicho análisis el Tribunal concluyó en que se configuró ía causal

de nulidad invocada por [os impugnantes, por (as amplias explicaciones dadas en el

fallo recurrido y que en lo atinente a los aspectos del recurso que aquí se analiza,

resulta oportuno reiterar:
"12. En ía sede de La Casa del Campesino, se encontraron pruebas

claras e indubitables, de que las gestiones desarrolladas en la
misma, consistían en promover la reelección de la candidata Haydée
Milanés de Lay.

13. La evidencia de noventa y cuatro (94) cheques firmados en blanco por
las dos personas autorizadas a firmar por la Junta Comunal (Sixto Lay
y Nicolasa López) y los testimonios de los presuntos beneficiarios
recibidos en la audiencia, pone de manifiesto una realidad, y es que
los cheques se manejaron como si fueran dinero en efectivo que se
repartían a personas que eran escogidas, en su mayoría, de manera
discrecional, según los intereses político partidistas de la candidata
Haydeé Milanés de Lay.

15. Nicolasa López, quien hacía entrega de la mayoría de los cheques de
las becas y condicionaba el apoyo político de los beneficiarios, ha



quedado en evidencia que, para todos los hechos prácticos, sirve a los
intereses de Haydeé Milanos de Lay en La Palma. •

16.Testigos han concordado en que tanto en La Palma como en Santa
Fe, otra persona que sirve los intereses de la candidaía Haydeé
Milanos de Lay, llamada Beníida Murillo, entregaba cheques a los
beneficiarios de las becas, condicionando la entrega al apoyo político
de la candidatura de la impugnada.

17. Otros testigos, por su parte, identifican a una hermana de la candidata
como la persona que entregaba cheques en otras partes del circuito 5-
1.

18. Los dineros manejados en las 28 cuentas bancarias identificadas, e)
salario de Nicolasa López, y el local de la Casa del Campesino,
representan recursos estatales que fueron ¡legítimamente usados en
benefició'de la candidata Haydeé Milanes de Lay, lo cual constituye
una violación de las garantías de la honradez del sufragio popular que
consagran el artículo 2. numeral 4: v los artículos 29 y 31 del Código
Electoral, que al tenor literal nos recuerdan: (el subrayado es nuestro)

Artículo 2: "Se prohibe:

1. . . . . . .
2........
3.......

4. Todo tipo de actividad proselítista o de propaganda
política, tales como la fijación, colocación o
distribución de anuncios o afiches a favor de
candidatos o partidos políticos en las oficinas,
dependencias y edificios públicos; así como el uso de
emblemas, símbolos, distintivos o imágenes de
candidatos o partidos, dentro de los edificios
públicos".

Artículo 29: "Queda prohibido a los servidores
públicos, realizar actividades de propaganda y
afiliación partidaria en su horario de servicio y utilizar
la autoridad o influencia de sus cargos para servir
intereses de determinados candidatos en el proceso
electoral o de las organizaciones que los postulen".

Artículo 31: "Los bienes y recursos del Estado no
pueden utilizarse en beneficio o en contra de
determinados candidatos o partidos políticos, salvo
que, en igualdad de condiciones, se destinen a uso
electoral legítimo".

20. Los recursos estatales a ios que nos hemos referido, representan,
a su vez, un apoyo oficia! a la candidata Haydeé Milanes de Lay,
con lo que se viola la garantía gue consagra nuestra Constitución
Política en su artículo 130. numeral 1. cuyo texto literal reza así.

Artículo 130: "Las autoridades están obligadas a
garantizar la libertad y honradez del sufragio. Se
prohiben:



1. El apoyo oficial directo o indirecto a candidatos a
puestos de elección popular, aun cuando fueren
velados los medios empleados a tal fin" (E!
subrayado es nuestro).

Como último punto de ía primera etapa de esta reconsideración, a la que el
recurrente denominó "INTRASCENDENCIA DE LOS HECHOS CON EL DERECHO

O PRETENSIÓN SOLICITADA11, debemos indicar que quedó plenamente

demostrado que los recursos administrados y repartidos en la Provincia de Darién
por la Junta Comunal de La Palma, beneficiaron directamente a Haydeé Milanés
de Lay en perjuicio de los demás candidatos, por lo que no volveremos a repetir ios

mismos argumentos que ya fueron ciaramente detallados en el fallo recurrido.

Veamos ahora, la segunda etapa de! recurso de reconsideración y a la cual el

recurrente denominó "Motivaciones del Fallo y nuestras consideraciones."

De acuerdo al propio recurrente, en esa parte de su reconsideración procede a
detallar sus propias consideraciones sobre las conclusiones a las que llegó el
Tribunal, por lo que entrar a analizarlos o rebatirlos no tiene sentido, puesto que los

mismos no son otra cosa que alegatos escritos que tienen como único objeto
sustentar su inconformidad con la decisión adoptada y que no necesariamente se

fundamentan o tienen asidero jurídico. No obstante, cabe aclarar que antes de que
se listaran las conclusiones a las que arribó este Tribunal, el propio fallo indica que

lo anterior se hizo luego del examen de las pruebas documentales incorporadas al

expediente, así como de los testimonios escuchados en la audiencia.

Resulta oportuno expresar que con las explicaciones anteriores, queda claro que en

este caso se ha respetado el Debido Proceso que debe imperar en toda actuación

judicial, entre ellas, que el proceso se realizó ante un Tribunal competente,
predeterminado por la ley, independiente e imparcial; que las partes pudieron

pronunciarse respecto de las pretensiones y manifestaciones de la parte contraria;

que se admitieron todas las pruebas lícitas relacionadas con el objeto del proceso y
se permitió a las partes contradecir las aportadas por sus contrarios; se hizo uso de

los medios de impugnación consagrados por la ley contra resoluciones judiciales

10



motivadas y conforme a derecho, de íal manera que las partes pudieron defender
efectivamente sus pretensiones.

En la Constitución Política de República de Panamá, la garantía del Debido
Proceso está tutelada por el artículo 32 y en lo que respecta a este casoj volvemos

a repetirlo, ninguno de los preceptos esbozados anteriormente se ha violado, porque

este Tribunal al realizar la audiencia, con piena participación de las partes y al emitir

su fallo, siguió ¡os parámetros establecidos en dicha excerta constitucional.

La diferencia de-criterio con el recurrente radica en la interpretación de la ley
electoral, que es prerrogativa constitucional del Tribunal Electoral y no en la

violación de ninguna de sus garantías procesales durante la administración de la
justicia electoral, todas las cuales han sido plenamente respetadas.

Para concluir y dado que el recurrente en sus alegatos durante la audiencia, hizo

referencia a fallos previos del Tribunal Electoral sobre interpretaciones de la causal

de nulidad de elecciones invocadas en este proceso (celebración de elecciones sin
las garantías requeridas en la Constitución Política y en el Código Electoral), es
oportuno transcribir parte del reciente fallo dictado dentro del Reparto N°193-2004-

ADM, fechado siete (7) de junio de 2004, mediante el cual se rechazó ¡a demanda
de nulidad de elección interpuesta por Otilio Miranda en contra de la proclamación

de Carlos Alvarado, como Legislador del Circuito 4-3, de la Provincia de Chiriquí, y

en la que alegaba hechos con los que pretendía configurar la causal 14 del artículo

306 del Código Electoral:

"En adición, debemos dejar plasmado que cuando en un proceso
de nulidad de elección se invoca la causal de falta de garantías
constitucionales y legales, y se fundamenta la misma en hechos
que presuntamente constituyen detito, estamos frente a una de las
causales más complicadas y difíciles de configurar
administrativamente en la justicia electoral. Primero, porque el
proceso penal es independiente del administrativo. No se pueden
ventilar los dos procesos en la misma causa ya que tienen trámites
y particularidades diferentes. Se trata de dos jurisdicciones
diferentes, aunque las dos sean competencia de la justicia
electoral. Es decir, no podemos pretender probar el delito y
deslindar responsabilidades penales en un proceso de nulidad de
elección. Ello es, simplemente, improcedente e inadmisible.
Segundo, tampoco podemos detener el proceso de nulidad de

11



elecciones hasta que se termine el proceso penal porque
pondríamos en peligro la seguridad jurídica del calendario
electoral, sobre el cual descansa la renovación legítima de los
poderes del Estado que descansan sobre e! ejercicio del sufragio
popular.

Por lo tanto, los hechos que se pretenden probar en el proceso
administrativo deben analizarse al margen de si son o no delito,
con el fin de determinar si tienen méritos suficientes por la
magnitud de los mismos para haber viciado una elección por falta
de garantías constitucionales y legales, y si las pruebas
acompañadas con la demanda sustentan esa pretensión. El
Tribunal Electoral ya se ha pronunciado en el pasado sobre este
tipo de casos y ha sentenciado que no son admisibles las
demandas cuando, sin pruebas, se pretende iniciar una
investigación que puede o no llegar a probar los hechos
denunciados como presuntas causales de nulidad de una elección.
Las proclamaciones de candidatos electos llevadas a cabo por las
juntas de escrutinio correspondientes, descansan sobre un
principio de segundad jurídica que debe ser respetado frente a los
intentos de impugnar las mismas, salvo que con la demanda de
impugnación se identifiquen hechos concretos y presenten
suficientes pruebas que pongan en evidencia no sólo el
cumplimiento formal de todos los requisitos exigidos por el Tribunal
en sus normas reglamentarias para la admisibilidad de la
demanda, sino la necesidad de admitir la misma porque la
magnitud es tal que en' ei proceso es posible llegar a desvirtuar el
resultado proclamado, aunque la admisión de .la demanda no
implica que se de por probada la misma.

Muchas demandas contienen denuncias sobre la comisión de
presuntos hechos pero no acompañan suficientes pruebas para
configurar la causal o la magnitud de la misma en el grado
necesario para desvirtuar el resultado proclamado, y lo que se
pretende realmente es que en el proceso de impugnación se inicie
la búsqueda de pruebas tendientes a probar la denuncia, cuando
ésta realmente descansa es sobre una especulación, y las
especulaciones no tienen cabida en la justicia electoral. Tal es el
caso que nos ocupa en el presente fallo".

En el caso del Circuito 5-1 tenemos que:
1. Se llenaron los aspectos formales para la admisión de ¡a demanda.

2. Los hechos planteados por los impugnantes se analizaron al margen de si

son o no delito electoral.
3. Se determinó que tales hechos tenían los méritos suficientes, por la

magnitud de los mismos, para viciar la elección de legislador.

4. Las pruebas aducidas y acompañadas con la demanda sustentan
claramente, los hechos alegados y el derecho invocado.
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5. Se trata de 28 tomos de pruebas que sirven de sustento al fallo recurrido en
este proceso.

6. El único otro caso similar en cuanto a la causal invocada (celebración de

elecciones sin las garantías requeridas por el Código Electoral) y la magnitud
de los hechos, en el que este Tribunal se ha pronunciado anulando una

elección de legislador, ocurrió en las elecciones del Circuito 3-2 en las

Elecciones Generales de 1994 (Reparto N°419-94-JUR), cuando las pruebas

aducidas y aportadas fueron de igual manera abrumadoras, para sustentar
los hechos y eí derecho invocados.

En mérito de lo expuesto, los suscritos Magistrados del Tribunal Electoral,

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de ía Ley,

Resuelven: MANTENER en todas sus partes la Resolución de fecha 22 de julio de
2004, dictada dentro del Reparto N° 189-2004-ADM, mediante la cual se accede a la

pretensión del Fiscal Electoral y de Giovani Castillo y se decretó la nulidad de las
elecciones para Legislador Principal y Suplentes celebradas el 2 de mayo de 2004

en el circuito 5-1, Provincia de Darién y la nulidad de la proclamación hecha por la

Junta de Escrutinio de Circuito Electoral respectiva, en las personas de Haydeé

Milanos de Lay como legisladora principal electa, y de Juan Peralta y Betanio
Chiquidama, como legisladores suplentes, primero y segundo, respectivamente.

Fundamento Jurídico: Artículos 306, numeral 14 y 308 del Código Electoral;
Decreto N° 11 de 22 de Abril de 2003.

Notifíquese y Cúmplase,

Erasmo PinillaC.
Magistrado Sustanciador

r
Eduardo Valdés Escoffery Dennis Alien Frías

Magistrado Magistrado

Ceiía Peñalba Ordóñez
Secretaria General

EPC/lpq
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